

SENTENCIA NÚMERO: CIENTO QUINCE.
En la ciudad de Córdoba, a los trece días del mes de diciembre de dos mil siete, siendo las doce y quince horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y María Esther Cafure de Battistelli, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "CASTELLANOS POSSE, CARLOS ALBERTO C/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - ILEGITIMIDAD - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Letra "C", N° 27, iniciado el trece de octubre de dos mil seis), con motivo del recurso de casación interpuesto por la demandada (fs. 87/94vta.).--------------------------------
Seguidamente se fijan las cuestiones a resolver.--------------------------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?------------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y María Esther Cafure de Battistelli.------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------


1.- Con fundamento en las causales previstas en el artículo 45 incisos "a" y "b" de la Ley 7182, la demandada interpone recurso de casación (fs. 87/94vta.) en contra de la Sentencia Número Setenta y uno del once de mayo de dos mil seis, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (fs. 78/86vta.), mediante la cual se resolvió: "1) Hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad incoada por el Sr. Carlos Alberto Castellanos Posse contra la Municipalidad de Córdoba, y en consecuencia declarar la nulidad del Decreto Nº 328 del 27/02/04 emanado del Sr. Intendente Municipal. 2) Ordenar la notificación de la presente al Sr. Intendente Municipal y la publicación de la parte dispositiva de este pronunciamiento en el Boletín Oficial, a cargo de la Municipalidad de Córdoba (Art. 39, segundo párrafo, de la Ley Nro. 7182). 3) Imponer las costas a la demandada vencida..." el cual fue concedido mediante Auto Número Trescientos treinta y cuatro del once de agosto de dos mil seis (fs. 104/107vta.).-----------------------------------------------------------


2.- En aquella Sede el procedimiento se cumplió con intervención de la parte actora, quien a fs. 96/102vta. evacuó el traslado corrido a fs. 95, solicitando por las razones que allí expresa, se rechace el recurso de casación con costas.-----


3.- A fs. 112 se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose a fs. 113/116vta. el Señor Fiscal Adjunto en sentido desfavorable parcialmente a la procedencia del remedio articulado (Dictamen N° CA-772 de fecha 9 de noviembre de 2006).------------------------------------------------------------


4.- A fs. 117 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 118 y 120vta.), deja la causa en estado de ser resuelta.----------------------------------------------------

5.1.- Con sustento en el motivo sustancial de casación (art. 45 inc. "a" de la Ley 7182), la recurrente denuncia como primer agravio que el Tribunal a-quo, incurrió en una errónea aplicación de la ley sustantiva y de la doctrina legal en cuanto no ha aplicado correctamente la Ordenanza 6904, ya que la misma no establece requisito alguno a los fines del dictado de un acto administrativo, sino que, por el contrario, basta con que éste reúna los elementos esenciales necesarios para su dictado.------------------------------------------------------------------

Insiste en que la Ordenanza Municipal 6904 no determina una forma o modelo preestablecido para el dictado de un decreto o de una resolución y que por ello la resolución obrante al folio 39 de las actuaciones administrativas ha sido dictada conforme a derecho.----------------------------------------------------------

Entiende que dicho proveído reúne los requisitos esenciales que hacen a la existencia y validez del acto administrativo, pues fue el Secretario de Coordinación y Gobierno de la Municipalidad de Córdoba, quien dictó la resolución del folio 39, nombrado por autoridad competente y lo hizo en uso de sus atribuciones y mediante el cumplimiento de los requisitos formales y sustanciales que la normativa aplicable le inviste, en forma razonada y ajustada a derecho.---------------------------------------------------------------------------------------

Como segundo agravio y con fundamento en idéntico motivo de casación, entiende que la sentencia no ha tenido en cuenta que por el juego armónico de las disposiciones aplicables -Ley 7182 y Ord. 6904- la publicación de las sentencias sólo es necesaria en aquellos casos en que tenga efecto erga omnes y no cuando los efectos de la misma tengan un alcance particular.----------------------------------

Alega que cuando la sentencia ordena la publicación de la parte dispositiva del pronunciamiento, incurre en un erróneo razonamiento que debe subsanarse por el Tribunal de Alzada y tras citar partes del voto del Doctor Cafferata, concluye que el fallo no ha efectuado una correcta interpretación de las disposiciones legales ya que no se advierte la necesidad de generarle un gasto a su parte cuando basta con la notificación de la sentencia al propio actor, único interesado en la misma.---------------------------------------------------------------------

Estima que también le agravia el error en el que incurre la sentencia al disponer que la parte dispositiva de la resolución debe ser publicada en el Boletín Oficial y no en el Boletín Oficial Municipal, que es el medio por el cual realiza las publicaciones de ordenanzas, decretos y resoluciones, con lo que es doble el perjuicio económico que se le causa y solicita que en el caso que debiera publicarse se haga conforme lo establece la Ordenanza 6904, en el Boletín Oficial Municipal.----------------------------------------------------------------------------

5.2.- Con base en el motivo formal de casación (art. 45 inc. "b" de la Ley 7182) sostiene -como tercer agravio- que el fallo ha incurrido en un quebrantamiento de las formas sustanciales establecidas para su dictado pues ha realizado un análisis parcializado y equivocado de las constancias de autos y de las actuaciones administrativas reservadas en Secretaría lo que lo torna arbitrario.

Manifiesta que el resolutorio se funda en una motivación insuficiente, en simples conjeturas, ya que a pesar de que ha expresado en todo momento que el acto cuestionado se trata de un acto administrativo que reúne todos los requisitos esenciales de validez y existencia, la sentencia no declara la nulidad de ninguno de estos elementos y de manera dogmática, sin establecer porqué, decide no considerar a la resolución adoptada por su parte como acto válido.------------------

Considera que el vicio de fundamentación es esencial y adquiere trascendencia pues la causa hubiera sido resuelta de un modo distinto si la sentencia hubiera considerado que la resolución del folio 39 es un acto administrativo, deviniendo extemporánea la pretensión posterior.--------------------

Insiste que la sentencia más que fundarse en la causa, se aparta de la misma o la desvirtúa al considerarla en forma parcial, lo que apareja que sus fundamentos sean puramente dogmáticos.-----------------------------------------------

Con cita de jurisprudencia y doctrina, esgrime que el fallo no ha seguido un proceso lógico, se halla insuficientemente fundado pues se limita a reiterar argumentos expuestos por el Señor Fiscal sin expresar en ninguna parte porqué considera que el acto administrativo obrante al folio 39 no resulta conforme a derecho.---------------------------------------------------------------------------------------

Mantiene la reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48).-------------------

6.- La instancia extraordinaria local ha sido interpuesta en tiempo propio, en contra de una sentencia definitiva y por quien se encuentra procesalmente legitimada a tal efecto (arts. 385 del C.P.C. y C. y 45 de la Ley 7182).--------------


Por ello, corresponde analizar si el remedio ensayado satisface las demás exigencias necesarias para su procedencia formal y sustancial.-----------------------


7.- Mediante el decisorio recaído en autos, el Tribunal de Mérito, hizo lugar a la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad promovida por el actor en contra de la Municipalidad de Córdoba, declaró la nulidad del Decreto Número 328 del veintisiete de febrero de dos mil cuatro emanado del Señor Intendente Municipal y ordenó la notificación de la sentencia y la publicación de su parte dispositiva en el Boletín Oficial, a cargo de la Municipalidad de Córdoba (art. 39 segundo párrafo de la Ley 7182).------------------------------------------------

8.- Para así resolver el Tribunal a-quo juzgó que el conflicto se centraba en la calificación jurídica del proveído del folio 39 del Expediente Administrativo Número 772.574/00 y, consecuentemente, del escrito titulado "Amplía fundamentos - Reclamo administrativo" que obra a los folios 59/60 ib..--

En esa labor, esgrimió que:---------------------------------------------------------

a) Si bien la nota del folio 39 del expediente administrativo que se analiza, invoca en su texto la situación de emergencia declarada en la Ordenanza Número 10.464 y la restricción de gasto y luego expresa que "...no resulta posible autorizar lo solicitado", pasando a archivo las actuaciones, debe entenderse que ésta es sólo una respuesta circunstancial de la petición de resarcimiento y pago de la bonificación reclamada.--------------------------------------------------------------


b) La nota referida, no tiene la forma de resolución o disposición como corresponde a los actos administrativos emanados de la Administración Central.--


c) La actuación en cuestión lisa y llanamente pasa a archivo el expediente, sin disponer la notificación que hubiera correspondido y más tarde cuando decide comunicarla al administrado, el Director del Centro de Participación Ciudadana (C.P.C.) donde el actor presta servicios, califica al proveído como informe y así se notifica por diligencia (fol. 40 del expte. adm. cit.).---------------------------------


d) No puede hablarse razonablemente de acto administrativo, no es un acto que resuelve definitivamente sobre el derecho subjetivo administrativo reclamado (art. 104, Ord. 6904).------------------------------------------------------------------------


e) Es jurídicamente incorrecto calificar como recurso de reconsideración a la ampliación ilustrativa de la petición que corre a los folios 59/60 (cfr. art. 114, Ord. 6904).------------------------------------------------------------------------------------


f) Como no existió acto administrativo impugnable, la "petición general del administrado" de los folios 59/60, en la cual ni se cita la nota precedente, no debió ser rechazada por la demandada "por extemporánea", pues tal sanción procesal sólo resulta aplicable a un "recurso de reconsideración" que en el caso no se ha propuesto.---------------------------------------------------------------------------


g) Se trata entonces de un verdadero acto de la Administración que no puede ser motivo de recurso, por lo que el Decreto Número 328/04 del Departamento Ejecutivo padece de un claro error en la calificación jurídica, lo cual lo descalifica e impone la nulidad del artículo 95 de la ordenanza citada.-----

9.- Contra este decisorio alza su embate la recurrente, denunciando con apoyo en el motivo formal de casación que la sentencia ha incurrido en dogmatismos que la privan del adecuado fundamento legal, cuando descalifica a la resolución obrante al folio 39 del Expediente Administrativo Número 772.574 como un acto administrativo.---------------------------------------------------------------

Antes bien, la impugnante esgrime que esa resolución inviste la calidad de un acto administrativo, atento que reúne los requisitos esenciales que hacen a su existencia y validez, fue dictado por autoridad competente -Secretario de Coordinación y Gobierno de la Municipalidad de Córdoba- en uso de sus atribuciones, en forma razonada y mediante el cumplimiento de los requisitos formales y sustanciales impuestos por la Ordenanza 6904.----------------------------

10.- El tema de fondo a dilucidar previamente por el Tribunal de Juicio, como bien lo precisó el pronunciamiento impugnado (cfr. fs. 82), consistía en determinar la calificación jurídica que correspondía atribuir al proveído obrante al folio 39 del expediente administrativo citado, aspecto que incide en el destino final de la pretensión procesal del accionante, la cual debe decidirse en el marco de la Ordenanza Municipal Número 6904, que es la normativa aplicable al caso.--

11.- La confrontación de las constancias de la causa con la normativa referida conduce a determinar que el Tribunal de Sentencia, pese a haber explicitado las razones que dieron sustento a su decisión, sin embargo, éllas no se exhiben con una adecuada fundamentación lógica y legal.----------------------------

Tan es así, por cuanto el proveído del folio 39 del expediente administrativo de referencia reza textualmente: "Atento a la situación de emergencia económica por la que atraviesa esta Municipalidad (Ordenanza       N° 10.464) y la consecuente necesidad de restricción del gasto, no resulta posible autorizar lo solicitado. Con lo expuesto, por Mesa General de Entradas y Aforos pase a archivo...".-----------------------------------------------------------------

El análisis detallado de su contenido y el objeto que en definitiva resuelve -archivo de las actuaciones- en opinión coincidente con la recurrente (fs. 88), pone de manifiesto que, efectivamente, tal proveído admite su calificación jurídica como acto administrativo, equiparándolo a tal por sus efectos jurídicos directos sobre la situación jurídico-subjetiva invocada por el accionante, al impedir totalmente la tramitación de su reclamo y no de un mero acto de administración (fs. 83) como así lo juzgó el A-quo.-------------------------------------

12.- Como es sabido, el acto administrativo es toda declaración unilateral de voluntad emitida en ejercicio de la función administrativa, que produce efectos jurídicos en forma directa, sean éstos generales o individuales. Consiste en una declaración que pone en evidencia la exteriorización del pensamiento, comprendiendo tanto el acto de volición, de cognición y de opinión.------------

Ello difiere sustancialmente de los actos de administración (dictámenes, informes, vistas y demás actos preparatorios de las decisiones) que en oposición a aquéllos, no son recurribles (cfr. art. 105, Ord. 6904), precisamente porque se agotan en lo interno de la Administración Pública, sin producir efectos directos sobre los particulares, sino sólo indirectos o mediatos, a través de los actos dictados en su consecuencia (conf. HUTCHINSON, Tomás, Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, T. 2, Bs. As. 1988, págs. 344/5; FIORINI, Derecho Administrativo, T. I, pág. 319).-------------------------------------------------

Así lo admite la propia Ordenanza 6904 cuando al definir los "Actos Recurribles" en general, en el artículo 104 establece que "Son impugnables mediante los recursos previstos en este Capítulo, los actos administrativos definitivos que lesionen derechos subjetivos o afecten intereses legítimos y que considerasen los impugnantes que han sido dictados con vicios que los invalidan..." (énfasis agregado).-----------------------------------------------------------

Por su parte, la normativa de trámite, al reglar los "Actos Impugnables" por la vía del recurso de reconsideración, establece en el artículo 114 que "Podrá interponerse recurso de reconsideración contra todo acto administrativo definitivo o que impida totalmente la tramitación del reclamo o pretensión del administrado y contra los interlocutorios o de mero trámite que lesionen derechos subjetivos o intereses legítimos".--------------------------------------------

13.- En ese contexto, el "acto definitivo" es el que resuelve el fondo de la cuestión a diferencia de los actos que impidan totalmente la tramitación de la petición, es decir, interlocutorios o de trámite, que sólo resuelven las medidas procedimentales.----------------------------------------------------------------------------

Ahora bien, como es sabido, excepcionalmente estos últimos pueden asimilarse a los definitivos cuando impiden totalmente la tramitación de la cuestión que interesa al administrado -verbigracia la caducidad de instancia- y, tal como acontece en autos, el archivo de las actuaciones administrativas, lo cual claramente es subsumible en la hipótesis expresamente reglada en el artículo 114 de la Ordenanza 6904 precedentemente transcripto.------------------------------------

14.- Mientras que resolver sobre el fondo de la cuestión implica pronunciarse sobre la adquisición, modificación o extinción de un derecho subjetivo o interés legítimo tutelado (cfr. Sentencias Nro. 59/1998 in re: "Fetap...", Nro. 87/1998 in re: "Gallardo...", Nro. 79/2006 in re: "Medina...",   Nro. 67/2006 in re: "Abrate...", entre muchas otras), los actos interlocutorios son equiparables a definitivos por sus efectos, cuando obstan a la prosecución del trámite actuado en el interés de un administrado.---------------------------------------

15.- Con esta proyección, adviértase que en autos, la disposición del folio 39 de las actuaciones administrativas, motivada en la situación de emergencia económico-financiera municipal que declaró la Ordenanza Número 10.464 y la restricción del gasto, expresa que "no resulta posible autorizar lo solicitado" y ordena el "archivo" de las actuaciones, con lo cual, lejos de ser una simple "respuesta circunstancial" de la petición del administrado -como asevera el        A-quo (fs. 82vta.)- constituye una verdadera declaración de voluntad o juicio que ha exteriorizado una decisión administrativa, equiparable a un acto administrativo definitivo por sus efectos preclusivos, directamente recurrible en los términos de los artículos 104 y 114 de la Ordenanza 6904.------------------------

16.- Si bien es dable acordar con lo resuelto por la Cámara a-quo que la manifestación o exteriorización de la voluntad administrativa concretada en ese acto, no se exhibe con las formalidades extrínsecas que, en general, caracterizan a una típica "resolución" (fs. 82vta.), sin embargo, como bien lo destaca la recurrente, la Ordenanza Número 6904 que reglamenta el trámite administrativo en el ámbito de la Municipalidad de Córdoba, establece entre sus normas el requisito de la forma escrita "...cuando su naturaleza o circunstancias no exijan o permitan otra forma más adecuada de expresión y constancia..." (art. 84).------

En particular, para los actos del Departamento Ejecutivo la Ordenanaza 6409 impone la forma de "decreto" cuando dispongan sobre situaciones particulares o se trate de reglamentos que produzcan efectos jurídicos dentro y fuera de la administración y la forma de "resoluciones", "disposiciones" "circulares", "instrucciones" u "órdenes" cuando su eficacia sea para la administración interna (art. 87 ib.).--------------------------------------------------------

Para los actos de "Otros Órganos" el artículo 88 ib. preceptúa que "Los actos emanados de organismos de la Constitución, de la Ley Orgánica Municipal y los de la administración centralizada y entes autárquicos, se producirán en todos los casos en forma de resolución o disposición, o la que la ley o norma especial, les haya fijado" (énfasis agregado).----------------------------

Este último precepto debe ser interpretado armónicamente con el principio general contenido en el artículo 84 ib. precedentemente transcripto.-----------------

17.- En ese contexto normativo, cabe coincidir con la censura en que se dan en autos "...los requisitos esenciales que hacen a su existencia y validez..." (fs. 88) pues a más de manifestar con claridad la voluntad administrativa y, mediante una disposición equiparable a acto administrativo definitivo por sus efectos, impidiendo totalmente la tramitación del reclamo o petición, el acto fue dictado por autoridad competente -Secretario de Coordinación y Gobierno de la Municipalidad- en forma razonada, en uso de sus atribuciones y cumpliendo los requisitos formales y sustanciales exigibles al amparo de la normativa municipal vigente para el caso, por lo cual, dicho acto era directamente recurrible en los términos de los preceptos del trámite transcriptos.--------------------------------------

18.- Es conducente para la acabada decisión de esta causa, recordar la doctrina de esta Sala que sostiene que si bien la "forma" se erige en garantía contra la arbitrariedad, sin embargo, no puede obviarse que el valor de la "forma" en el procedimiento administrativo, es de carácter "instrumental", es decir, justificado por la finalidad de tutela de la juridicidad (Sentencias Nro. 223/2000 "Tafani Lidia..."; Nro. 55/2001 "Toranzo..." y Nro. 23/2006 "Calligaris...").-------


Así lo ha declarado también el Tribunal Supremo Español al sostener que "...el Derecho no es un fin en sí mismo, ni los trámites por esenciales que sean pueden convertirse en ritos sacramentales, disociados por tanto en su realización como en su omisión, de los efectos que produzca..." (Sentencia Sala 4ta. del 08/05/1986). Como dice Comadira, no es a la forma sino al rigorismo formal al cual se debe combatir, pues el informalismo no es inexigibilidad de formas, sino sólo relativización de ellas en beneficio inmediato de los administrados, siempre que no sean esenciales (COMADIRA, Julio Rodolfo, La Licitación Pública, Buenos Aires, Lexis Nexis, 2006, pág. 34).----------------------

19.- Merced a las consideraciones precedentemente expuestas, admitiendo que la calificación jurídica que resulta adecuada a la normativa vigente, respecto de la disposición del folio 39 de las actuaciones administrativas surge expresa del artículo 114 de la Ordenanza 6904, como acto administrativo equiparable a definitivo por sus efectos jurídicos impeditivos de la prosecución del trámite, es igualmente ajustado al orden jurídico procedimental calificar al escrito obrante a folios 59/60 de esas mismas actuaciones administrativas, nominado por el administrado como "Amplía fundamentos - Reclamo administrativo" como un "recurso de reconsideración".--------------------------------------------------------------


Ello encuentra objetiva justificación en la circunstancia ya señalada que en autos medió una primera petición o reclamo administrativo del interesado de fecha veintisiete de julio de dos mil uno (cfr. fs. 9/12 del expte. adm. cit.) mediante el cual el actor solicitó el reconocimiento y pago de una bonificación.--


El escrito posterior de ampliación de fundamentos presentado por el administrado el diecisiete de diciembre de dos mil cuatro, intentando volver sobre la cuestión, fue correctamente reconducido por la Administración mediante el Decreto 328/04 como un recurso de reconsideración de la decisión de archivar las actuaciones y, consecuentemente, devenía extemporáneo en los términos del artículo 115 de la citada Ordenanza de Trámite Municipal.---------------------------

La secuencia procedimental así cumplida, en modo alguno traduce una equivocada aplicación del informalismo o formalismo moderado como interpreta el actor (fs. 63 y vta.), sino que, antes bien, comporta una ajustada aplicación en concreto de dicho principio concebido a favor del administrado, para que éste pueda alcanzar el dictado de un acto que decida su impugnación, pues en el      sub iudice, la referida ampliación de fundamentos de la petición originaria, interpuesta a folios 59/60 del expediente administrativo, una vez ordenado su archivo, de haber sido considerado como tal, igualmente hubiera devenido manifiestamente improcedente, ya que no es posible invocar el derecho de petición contra un acto administrativo previamente emitido.--------------------------

20.- Finalmente, es conducente aplicar el principio según el cual los recursos deben interpretarse no de acuerdo con la letra de los escritos, sino conforme a la intención expresa o razonablemente implícita del recurrente, como modo de no frustrar los remedios procesales que la ley le acuerda a los administrados (conf. C.N.Fed. C.A., Sala II, "Pinturerías del Centro S.A. s/ apelación" 06/04/1993; "Ramírez de Machado, Nely Amalia v. A.N.A." 17/09/1998 y dictámenes de la P.T.N. 39:113, 119; 73:86; 68:210 y 223, citados por Gordillo, Agustín y otros, Procedimiento Administrativo, Lexis Nexis Depalma, Buenos Aires 2003, pág. 23).--------------------------------------------------

Es que esta pretendida simple "petición general del administrado" o "ampliación ilustrativa" al decir del A-quo (fs. 83) no se interpuso contra una simple situación de hecho ante la inexistencia de un acto, ampliando su reclamo anterior, pues no puede desconocerse que la Administración ya había dictado y notificado al interesado la disposición del folio 39 que produce efectos jurídicos directos sobre la situación jurídico-subjetiva individual.-------------------------------

Frente a ella, el único remedio procedimental idóneo con el que contaba a su favor el administrado para revertir los efectos jurídicos de esa disposición administrativa equiparable a un acto administrativo definitivo por sus efectos, era el recurso de reconsideración necesario a los fines de agotar la vía administrativa y traer a la instancia de revisión judicial la declaración de voluntad administrativa presuntamente lesiva de su situación jurídico-subjetiva.-------------------------------

Ello no ocurrió en autos, razón por la cual la disposición del folio 39 devino en un acto firme y consentido, insusceptible de revisión judicial ulterior, como así lo decidió el Decreto 328/04 atacado en ajustada aplicación de las normas municipales en vigor.--------------------------------------------------------------


21.- Como es sabido, la diferencia entre el "acto que causa estado" con el "firme o consentido" es que en el primero el agotamiento de la vía administrativa se produjo en tiempo y forma, en cambio en el segundo, o se han vencido los términos o no se lo hizo conforme a las normas de aplicación prevalente. Los actos firmes o consentidos no pueden ser revisados en Sede Judicial, ya que es un requisito procesal inexcusable que el acto definitivo o equiparable a tal cause estado.-----------------------------------------------------------------------------------------


De conformidad a la doctrina reiterada de esta Sala, la firmeza de un acto administrativo no puede ser destruida más tarde por el ejercicio del derecho de petición, ya que éste no puede tener la virtud de abrir la reconsideración de actos definitivos y firmes y menos aún de posibilitar el acceso a la revisión administrativa y jurisdiccional después de haber consentido por el transcurso del tiempo legal para recurrir, las resoluciones administrativas pertinentes.-------------


Admitir lo contrario, en el sentido que mediante un reclamo o "Amplia fundamentos" se vuelva sobre la legitimidad de actos consentidos y firmes, implicaría desvirtuar la seguridad jurídica y el interés público comprometido en los plazos de caducidad que las leyes de procedimiento administrativo pretenden salvaguardar (cfr. doctrina de Sentencias Nro. 18/1996 "Theaux de D'Intino..."; Nro. 37/1996 "Aguirre, Sara..."; Nro. 48/1996 "De Piano de Gatti...";               Nro. 49/1996 "Cestac de Vallejos..."; Nro. 107/2000 "Ceballos, Ramón...";     Nro. 133/2000 "Acuña, Néstor..."; Nro. 122/2001 "Cuello de Vélez...";            Nro. 54/2002 "Herrera, Sergio..."; Nro. 72/2002 "Camiletti, Humberto...";       Nro. 74/2002 "Hernández de Belletti...", entre otras).----------------------------------

La preclusividad de los plazos impugnatorios no responde sólo al principio de seguridad jurídica o la protección de terceros, sino también a la idea de eficacia de la Administración, la cual debe conocer el período de tiempo en que sus actos son impugnables y las consecuencias que de ello pudieran derivarse (cfr. Sent. Nro. 87/1998 in re: "Gallardo, Rafael Nicolás c/ Caja de Jubilaciones...").------------------------------------------------------------------------------

22.- En definitiva, la falta de oportuna interposición del recurso de reconsideración ha ocasionado la firmeza de la disposición que decidió con carácter definitivo por sus efectos jurídicos preclusivos, sobre la bonificación peticionada con base en el artículo 8 inciso 3 de la Ordenanza Número 7974.------

23.- A la luz de este desarrollo, se advierte que la sentencia dictada incurrió en el vicio que le atribuye la casacionista, el cual posee trascendencia en el sub examine, toda vez que no se consideró al acto del folio 39 de las actuaciones administrativas como un acto administrativo en los términos del artículo 114 de la Ordenanza 6904 y, por tanto, se entendió jurídicamente incorrecto calificar como recurso de reconsideración extemporáneo a la ampliación de fundamentos obrantes a folios 59/60 ib., lo cual, no halla adecuada justificación al amparo de las consideraciones efectuadas en el presente decisorio.--------------------------------------------------------------------------------------

24.- Atento que los argumentos expuestos en los puntos precedentes confieren fundamento bastante al acogimiento del recurso de casación interpuesto con sustento en el motivo formal de casación, resulta innecesario abundar en el tratamiento de los restantes agravios.------------------------------------
Por ello, corresponde casar el decisorio cuestionado en cuanto resolvió hacer lugar a la demanda de ilegitimidad e impuso las costas a la demandada y, sin necesidad de reenvío (artículo 390 del C.P.C. y C., de aplicación supletoria por la remisión dispuesta en el art. 13 de la Ley 7182), por las razones explicitadas en este pronunciamiento, procede no hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad promovida por el Señor Carlos Alberto Castellanos Posse en todas su partes.--------------------------------------------

25.- Finalmente, en cuanto a las costas, teniendo en cuenta las posiciones hermenéuticas antagónicas defendidas por las partes en conflicto y la admitida por el propio Tribunal de Juicio en el pronunciamiento que se deja sin efecto, sumado a la singularidad de las constancias de la causa, corresponde imponerlas en ambas instancias en el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del artículo 13 de la Ley 7182).-------------------------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.-----------------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA ESTHER CAFURE DE BATTISTELLI, DIJO:---------


Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.----------------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------


Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte demandada a fs. 87/94vta. y, en consecuencia, casar la Sentencia Número Setenta y uno, dictada el once de mayo de dos mil seis por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (fs. 78/86vta.).----------------

II) Rechazar la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad incoada por el Señor Carlos Alberto Castellanos Posse (fs. 22/25vta.).--------------

III) Imponer las costas de ambas instancias por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).---------------------

IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile y Romina Patricia Verri, por las tareas cumplidas en esta instancia, sean regulados por la Cámara a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 25 de la Ley 8226), previo emplazamiento en los términos del artículo 25 bis ib., en el treinta y tres por ciento (33%) del mínimo de la escala del artículo 34 de la Ley Arancelaria (arts. 37 y 38 ib.).--------------------------------------------------------------

Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------


Voto en igual sentido que el Señor Vocal preopinante, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.-----------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA ESTHER CAFURE DE BATTISTELLI, DIJO: ---------


Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.-----------------------------------------------------------------------------------


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------

RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------

I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte demandada a fs. 87/94vta. y, en consecuencia, casar la Sentencia Número Setenta y uno, dictada el once de mayo de dos mil seis por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (fs. 78/86vta.).--------------------------------

II) Rechazar la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad incoada por el Señor Carlos Alberto Castellanos Posse (fs. 22/25vta.).--------------

III) Imponer las costas de ambas instancias por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).---------------------

IV) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile y Romina Patricia Verri, por las tareas cumplidas en esta instancia, sean regulados por la Cámara a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 25 de la Ley 8226), previo emplazamiento en los términos del artículo 25 bis ib., en el treinta y tres por ciento (33%) del mínimo de la escala del artículo 34 de la Ley Arancelaria (arts. 37 y 38 ib.).--------------------------------------------------------------

Protocolizar, dar copia y bajar.- 

VOCALES: DRES. SESIN – TARDITTI – CAFURE DE 
BATTISTELLI.
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